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2. Hacia un cambio 
sustancial en la gestión 
del riesgo de inundación

Observatorio de las Políticas del Agua (OPPA). Fundación Nueva Cultura del Agua

Las terribles consecuencias de las inundaciones en Valencia y otras zonas, a raíz de la DANA de 
finales de octubre y principios de noviembre de 2024, revelan que los daños ocasionados por las 
inundaciones, lejos de reducirse, están aumentando. Es necesario analizar las razones de dicho in-
cremento y aplicar un cambio sustancial de enfoque en la forma de considerar el riesgo de inunda-
ción y, sobre todo, en la forma de gestionarlo. En lo que sigue se presentan los factores que están 
impulsando un aumento de los daños generados por las inundaciones, a continuación, se señalan al-
gunas claves del cambio de enfoque necesario y finalmente se delinean los ejes que debería recoger 
una estrategia a la altura de la gravedad del riesgo actual y futuro.

2.1. Factores que explican el incremento de los daños por inundaciones

2.1.1. Incremento de la frecuencia e intensidad de las lluvias torrenciales por el cambio 
climático

El cambio climático provocado por el incremento de la concentración atmosférica de gases de efec-
to invernadero, como consecuencia principalmente del uso masivo de combustibles fósiles que 
acompaña a la industrialización, implica una subida de las temperaturas medias del aire y los mares 
y conlleva una mayor frecuencia e intensidad de fenómenos extremos como las sequías y las lluvias 
torrenciales. La cuenca del Mediterráneo es especialmente sensible a estos cambios. Para el caso 
de España, las últimas proyecciones climáticas señalan, entre otras tendencias preocupantes, que 
las situaciones de depresión aislada en niveles altos (DANA) podrían aumentar en el Noreste de Es-
paña hasta un 88% y hasta un 61% en el mar Mediterráneo contiguo, de acuerdo con las simulacio-
nes del WRF (Weather Research and Forecasting) relacionadas con precipitaciones extremas. Las 
zonas costeras, a su vez, podrían experimentar un aumento de la exposición asociada a un incues-
tionable aumento del nivel del mar de hasta un metro en 2100. 

En el escenario de emisiones más desfavorable, la reducción de la superficie de la cobertura nival 
será del 66% de diciembre a febrero, y del 95% de marzo a mayo. La principal consecuencia es la 
reducción del caudal medio de los ríos entre 2,75 y 7% en los cursos de montaña. Los eventos de 
lluvia sobre nieve y un deshielo intenso en invierno pueden, sin embargo, aumentar la probabilidad de 
inundaciones y contribuir de manera significativa al caudal de grandes ríos, como el Ebro y el Duero.

El modelo EURO-CORDEX sugiere cambios importantes en el régimen de precipitación durante las 
próximas tres décadas (2021-2050) respecto al periodo 1971-2000. En la región Mediterránea, la in-
tensidad de precipitación en 30 minutos de lluvia se incrementa en el periodo 2022-2100 hasta en 
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un 6 % para el periodo de retorno de 25 años, un 17 % para el de 50 años y un 36 % para el periodo 
de retorno de 100 años. Esto significa que las estimaciones de periodos de retorno de avenidas, es-
pecialmente para un periodo de retorno de 100 años, han quedado obsoletas. De hecho, según un 
primer análisis del WWA (World Weather Atribution), las lluvias torrenciales son ya el doble de fre-
cuentes y un 12% más intensas respecto a un clima preindustrial. 

Esto tiene claras implicaciones en relación con la cartografía actual de zonas Inundables, dado que 
el cambio climático ha dejado obsoletos los cálculos de superficie inundable y de Zonas de Flujo 
Preferente basados en los periodos de retorno de 10, 100 y 500 años, algo reconocido en la revisión 
de las Áreas de Riesgo Potencial Significativo de Inundación (ARPSI) de las distintas demarcaciones 
hidrográficas, sometida a consulta pública a finales de 2024. En consecuencia, es necesario actuali-
zar la cartografía de Zonas Inundables, la de Zonas de Flujo Preferente y la delimitación de las ARPSI, 
con el fin de redefinir tales zonas inundables de acuerdo con los resultados, ya disponibles, de los 
estudios de impacto del cambio climático sobre la inundabilidad. Dicha actualización debería incor-
porarse cuanto antes en los Planes de Gestión del Riesgo de Inundación del tercer ciclo 2028-2033.

Por otra parte, la evacuación de los caudales generados por las precipitaciones intensas se ve difi-
cultada por los restantes factores que están influyendo en el incremento de los daños por inundacio-
nes, los cuales se exponen a continuación.

2.1.2. La ocupación de zonas inundables

Las llanuras de inundación fluvial están cada vez más ocupadas por viviendas e infraestructuras, lo 
que incrementa la exposición al riesgo de la población y los bienes allí asentados, al tiempo que re-
duce el espacio por el que de forma natural habría de circular el agua. A pesar de disponer de mapas 
de inundabilidad y de abundante normativa, se mantiene la ocupación de dichas zonas e incluso se 
sigue construyendo en ellas. 

Esta ocupación creciente se debe tanto a incumplimientos de la normativa existente como al ca-
rácter laxo y con excesivas excepciones de la legislación actual. Por ejemplo, la declaración del Ré-
gimen Especial de Inundabilidad, posibilidad contenida en el Reglamento del Dominio Público Hi-
dráulico, habilita a las comunidades autónomas a aplicar dicho Régimen Especial a determinados 
municipios con mucha superficie en zonas inundables, de forma que puedan seguir construyendo 
en tales zonas e incluso en Zonas de Flujo Preferente, es decir, en áreas donde el agua puede alcan-
zar un metro o más de altura y puede alcanzar una velocidad de 1 m/s o más. Este Régimen Especial 
constituye en la práctica una derogación de las normas y planes territoriales sobre zonas inundables, 
permitiendo nuevos proyectos urbanísticos en zona de elevadísimo riesgo. Es el caso, entre otros, 
del municipio de Murcia, al que la Comunidad Autónoma aplica desde junio de 2024 dicho Régimen 
Especial y, con ello, el Ayuntamiento de Murcia ha podido retomar la tramitación de un importante 
paquete de proyectos urbanísticos situados mayoritariamente en Zonas de Flujo Preferente, sobre 
los que la Confederación Hidrográfica del Segura había emitido un informe desfavorable.

Se requiere en definitiva una revisión en profundidad del marco normativo que afecta al riesgo de 
inundación y medidas de vigilancia y disciplina mucho más efectivas.

2.1.3. Espacios agrarios cada vez más intensivos y sin prácticas de conservación

La agricultura industrial y la expansión de regadíos intensivos están incrementando la escorrentía y 
el arrastre de sedimentos, por la práctica general de mantener los suelos desnudos, sin la protección 
de la cubierta vegetal y sin prácticas de conservación, como el cultivo en bancales y el laboreo en di-
rección perpendicular a la pendiente. A igualdad de precipitación, el volumen de agua y sedimentos 
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exportado desde las zonas agrarias intensivas es mucho mayor. El resultado es un incremento de 
los daños aguas abajo porque el agua llega en menos tiempo, en mayor cantidad y cargada con más 
sedimentos. 

2.1.4. La creciente impermeabilización del suelo

La expansión urbanística y la proliferación de infraestructuras de diverso tipo suponen un sellado del 
suelo que reduce la infiltración e incrementa drásticamente el volumen y la velocidad de circulación 
superficial del agua y, con ello, los daños generados por las lluvias torrenciales.

2.1.5. Nuevas infraestructuras de transporte que desorganizan el drenaje natural

Las infraestructuras lineales, como autovías y carreteras, el AVE y otras líneas ferroviarias crean ba-
rreras al movimiento del agua que alteran profundamente la dinámica hidrológica de la red de drena-
je y desvían los flujos de agua hacia zonas hasta entonces libres de inundaciones.

2.1.6. Obras de defensa frente a inundaciones que a veces agravan los daños

Dragados, motas, diques, cortes de meandros y encauzamientos crean una falsa sensación de se-
guridad que favorece una mayor ocupación de las zonas inundables, aumentando la exposición al 
riesgo. Además, estas infraestructuras aumentan la velocidad del agua y su capacidad de destruc-
ción aguas abajo. Los encauzamientos de barrancos que permitieron la expansión urbana de los 
pueblos de l’Horta Sud y el posible efecto barrera del dique sur del nuevo cauce del Turia, que limita 
el espacio de inundación natural de la rambla de Poio, son ejemplos dramáticos de este fenómeno.

2.1.7. Sistemas institucionales de alerta e intervención limitados o de funcionamiento 
deficiente

Los recursos materiales y humanos no están, en ocasiones, a la altura de las exigencias de episodios 
de inundación cada vez más graves. En muchos casos no es un problema de falta de información y 
capacitación (hay planes de emergencia, sistemas de alerta, etc., por supuesto mejorables), sino de 
una cultura política e institucional que prefiere minimizar los problemas en lugar de trasladar a la po-
blación la gravedad del riesgo y, por tanto, la necesidad de adoptar medidas, tanto preventivas como 
de gestión de la emergencia, a la altura de dicha gravedad.

2.1.8. Carencia generalizada de una cultura de gestión del riesgo

Pese a que España ha sufrido graves inundaciones y las seguirá sufriendo a corto y largo plazo, per-
siste una forma de pensar que no ha interiorizado el principio de precaución para la gestión de la in-
certidumbre y antepone sistemáticamente el beneficio económico privado a la seguridad de la ciu-
dadanía, retrasando la adopción de medidas. 

Por otro lado, en el conjunto de la sociedad se detectan carencias de formación para una evaluación 
adecuada de los riesgos, así como carencias en la capacitación individual y colectiva para una res-
puesta adecuada ante situaciones de emergencia.

2.2. Una nueva mirada sobre el riesgo de inundación
Es evidente que las políticas que hasta ahora se han aplicado para gestionar las inundaciones son, 
en el mejor de los casos, insuficientes, cuando no erradas. Entramos en el tercer ciclo de planifica-
ción de los planes de gestión del riesgo de inundaciones (PGRI) en España, en aplicación de una Di-
rectiva de Inundaciones que tiene ya 17 años, sin cumplir con el objetivo principal de dicha Directiva, 
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que es mitigar los riesgos de las inundaciones y los daños que provoca. Es más, tales daños están 
aumentando porque no se ha actuado adecuadamente sobre los factores que están incrementando 
tales daños, como se ha expuesto anteriormente. Las terribles consecuencias materiales y sobre 
todo de pérdida de vidas humanas durante la DANA de octubre y noviembre de 2024 es un ejemplo 
doloroso de ello. 

Es imprescindible no retrasar más la necesidad de implementar un nuevo paradigma en la mitiga-
ción de los daños por inundaciones. Este nuevo paradigma se basa en las claves que se indican a 
continuación.

2.2.1. De la idea de “defensa ante las avenidas” a la de “gestión del riesgo”

Las avenidas e inundaciones constituyen fenómenos naturales, particularmente en climas medi-
terráneos, aunque están aumentando por la mayor frecuencia de las lluvias torrenciales debido al 
cambio climático. En cualquier caso, no se trata de impedir tales fenómenos (intento abocado al fra-
caso, como la realidad viene demostrando de forma tozuda), sino de gestionar el riesgo para mitigar 
los daños por inundaciones. Se trata de un cambio de visión todavía pendiente no sólo en la pobla-
ción sino, también, en muchos ámbitos técnicos de planificación y gestión.

2.2.2. Del objetivo de “evacuar” al de “retener” y de “concentrar” a “disipar”

No se trata de expulsar las aguas lo más rápido posible sino de todo lo contrario: de que todo el te-
rritorio contribuya a retener cuanta más agua mejor, a pequeña escala y de la forma más distribuida 
posible a nivel espacial, disipando, en lugar de concentrando, las escorrentías. Se trata de conseguir 
una gestión “celular” de los flujos hídricos y de la inundabilidad, reduciendo los flujos, evitando que se 
sumen, reteniendo volúmenes de agua en cada punto del territorio y disminuyendo la magnitud y la 
velocidad de los picos de avenida aguas abajo.

2.2.3. De una gestión invertebrada del territorio y ajena a los efectos aguas abajo, a la 
solidaridad y la corresponsabilidad entre los territorios y poblaciones situados aguas 
arriba con los situados aguas abajo

Es fundamental aplicar el criterio de solidaridad y corresponsabilidad entre territorios y poblacio-
nes aguas arriba con los situados aguas abajo. Una gestión del riesgo espacialmente distribuida y 
centrada en retener en lugar de evacuar está mucho más alineada con el criterio de equidad social 
en cuanto a la distribución de los costes y de los beneficios de las medidas frente a inundaciones, 
evitando que unas zonas se libren de los daños por inundaciones a costa de agravar los daños en 
otras. Ejemplo de ello es el encauzamiento del río Segura, componente central del Plan de Defensa 
de Avenidas de la Cuenca del Segura, que resultó muy eficaz en su objetivo de evitar la inundación 
de la ciudad de Murcia durante la DANA de 2019, pero ello fue a costa de agravar los daños en la 
Vega Baja, donde muchas zonas quedaron bajo las aguas durante largo tiempo. 

2.2.4. De una gestión que no tiene en cuenta la distribución de los costes por las 
inundaciones a una gestión desde el interés público y que garantice la equidad social 
en la distribución de costes y beneficios

Se ha de aplicar el criterio de solidaridad del conjunto de la sociedad con los afectados por inun-
daciones, por ejemplo, con los agricultores u otros afectados en zonas en las que se haya previsto 
su inundabilidad blanda para mitigar los daños por inundaciones en los espacios urbanos situados 
aguas abajo. Los daños a cultivos en estas zonas en las que se favorezca el desbordamiento del río 
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como medida paliativa de daños en poblaciones, serían objeto de compensación con una combina-
ción de sistemas de aseguramiento y presupuestos públicos. 

2.2.5. De centrarse en invertir (ejecutar obras) a gestionar (más y mejor)

La mitigación del riesgo de inundaciones requiere no sólo ni principalmente inversiones sino, sobre 
todo, muchas tareas de planificación, capacitación social frente a los riesgos, gestión, control, eva-
luación, vigilancia e inspección. Estas labores, absolutamente esenciales y verdaderamente cos-
te-efectivas, requieren de un giro drástico en el destino de los presupuestos públicos en materia de 
inundaciones, que deben reorientarse desde las inversiones en infraestructuras a la dotación sufi-
ciente de medios humanos y económicos dedicados a las tareas que se acaban de señalar. En el 
nuevo paradigma frente a las inundaciones lo central no es ejecutar obras sino gestionar más -y ges-
tionar mejor- desde criterios de interés público.

Este cambio sustancial de enfoque se concreta a través de los siguientes ejes.

2.3. Ejes para una gestión del riesgo de inundaciones a la altura de los 
retos

2.3.1. Una política eficaz de adaptación y mitigación al cambio climático

Los efectos del cambio climático son ya inevitables. Debemos actuar de manera urgente para adap-
tar nuestro estilo de vida a la nueva situación y reducir, al mismo tiempo y con igual urgencia, las con-
centraciones atmosféricas de gases de efecto invernadero para que los impactos del cambio climá-
tico no continúen agravándose en el largo plazo. Algunas actuaciones de adaptación y de mitigación 
son costosas y su realización conllevará tiempo, pero es imprescindible comenzarlas ya.

2.3.2. Respetar las zonas inundables

El incremento de la frecuencia e intensidad de las grandes inundaciones, como las ocurridas con la 
DANA de 2019 y la DANA de 2024, ha de llevar a una reforma en profundidad del marco normativo 
estatal y autonómico en materia de ocupación de zonas inundables, así como de los instrumentos 
de planificación tanto de la administración central (los PGRI) como autonómica (planes autonómi-
cos frente a inundaciones). En particular, el Reglamento del Dominio Público Hidráulico ha de mo-
dificarse de forma muy sustancial, eliminando excepciones a la construcción de zonas inundables, 
como la posibilidad de que una declaración autonómica de municipios de alta inundabilidad permita 
construir en zonas de muy alto riesgo de inundación, incluso con informes en contra del organismo 
de cuenca.

Por otro lado, los PGRI deben establecer la adaptación obligatoria e inmediata de todos los planes 
urbanos municipales a la Cartografía Oficial de Zonas inundables.

Igualmente, es imprescindible un exhaustivo análisis de todas y cada una de las nuevas infraestruc-
turas lineales proyectadas o previstas que pudieran afectar a zonas inundables o alterar los flujos 
hídricos, con el fin de evitar que tales infraestructuras agraven los problemas a corto o medio plazo. 

2.3.3. Eliminar viviendas e infraestructuras en zonas de alto riesgo

Comunidades autónomas y ayuntamientos deben elaborar planes de ordenación del territorio y ur-
banísticos que incorporen la reducción progresiva de la ocupación ya existente de las zonas inunda-
bles identificadas como de muy alto riesgo. Urge realizar un censo de viviendas y equipamientos en 
zonas de riesgo muy alto, con el fin de establecer un plan priorizado para trasladar a zonas seguras 
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las viviendas y equipamientos con mayor vulnerabilidad social, como colegios, centros sanitarios, re-
sidencias de mayores, servicios públicos básicos y grupos poblacionales desfavorecidos.

De la misma forma, las reparaciones tras una inundación deben priorizarse con criterios sociales, 
atendiendo a las necesidades básicas de los más vulnerables. Pero también deben realizarse con 
una perspectiva que minimice los riesgos y reduzca la probabilidad de nuevos daños. Así, no se de-
berían otorgar ayudas a la reconstrucción de viviendas en zonas inundables, sino procurar su reubi-
cación en zonas seguras, como se realizó por ejemplo con la población de Gavarda tras la rotura de 
la presa de Tous en 1982. El momento de la reconstrucción es también el de la oportunidad de hacer 
mejor las cosas, corrigiendo errores del pasado.

2.3.4. Devolver espacio a los ríos

Es necesario gestionar el territorio fluvial con visión de cuenca entre las zonas urbanas y el resto del 
territorio. El territorio fluvial, constituido por el propio río y los espacios inundables adyacentes, ac-
túa como zona de expansión de las crecidas, protegiendo las áreas urbanas aguas abajo. No puede 
haber mejor seguro para una población ribereña que sustituir un fenómeno adverso, la avenida, por 
otro menos dañino, el desbordamiento, en áreas en las que la crecida de lugar a menores daños. 

La eliminación de barreras como motas, encauzamientos e infraestructuras transversales aguas 
arriba y abajo de los núcleos urbanos es clave para devolver a los ríos parte de sus espacios de des-
bordamiento. Se trata de desencauzar y eliminar las motas en zonas adecuadas, permitiendo una 
inundación blanda, sin daños a personas y con menores daños a bienes. Este desbordamiento blan-
do en zonas agrarias u ocupadas por vegetación natural y humedales previenen o reducen el impac-
to de la avenida aguas abajo, reduciendo los daños en las zonas urbanas. En los espacios agrarios 
que tengan esta función, los daños económicos que se puedan generar por el desbordamiento blan-
do deben ser objeto de una compensación justa por parte de la administración pública.

Además, un territorio fluvial respetado y bien gestionado aporta otros beneficios añadidos: permite 
conservar o recuperar la dinámica hidrogeomorfológica; restaurar el bosque de ribera que, lejos de 
suponer un problema, ayuda a retener sedimentos y laminar las crecidas; obtener un corredor ribe-
reño continuo que contribuya a mantener la biodiversidad; cumplir con el buen estado ecológico; fa-
vorecer el filtrado de contaminantes mediante la restauración de sotos como filtros verdes y mejorar 
y consolidar el paisaje fluvial.

Establecer y gestionar adecuadamente el territorio fluvial para paliar los daños de las inundaciones 
requiere: 

i.	 Recuperar meandros y bosques de ribera, que contribuyen a disipar la energía de las crecidas;

ii.	 Retranquear o eliminar diques y motas, dotándolas –en su caso- de compuertas para expan-
dir la inundación suavemente y permitir luego la evacuación de la inundación cuando baje el 
nivel del río, reduciendo la capacidad destructiva de la avenida aguas abajo;

iii.	Adaptar los usos a la inundabilidad. En las zonas previstas para este tipo de inundaciones 
blandas y que estén fuera del Dominio Público Hidráulico, puede haber usos agrarios com-
patibles con cierto riesgo de inundación, como determinados cultivos, riesgo que puede ser 
gestionado con seguros y compensaciones con presupuesto público en caso de daños a las 
cosechas. Se trata de una medida no sólo más eficaz sino también más económica para re-
ducir los cuantiosos daños de las inundaciones en los espacios urbanos, por no hablar del 
riesgo para la seguridad de la vida humana.
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Por otro lado, son necesarios protocolos técnicos claros acerca de cómo se han de diseñar y eje-
cutar las actuaciones, no sólo de prevención sino, especialmente, de restauración y de adecuación 
y conservación de cauces, con el fin de evitar las "obras urgentes" que se realizan después de cada 
inundación. En este tipo de obras, bajo la justificación de dicha urgencia, se suelen obviar las reco-
mendaciones existentes para la intervención en los espacios fluviales y la restauración de ríos, por-
que tales actuaciones no están claramente protocolarizadas. La existencia de estos protocolos es 
fundamental para evitar actuaciones improvisadas, mal diseñadas o mal ejecutadas tras cada even-
to de inundación.

2.3.5. Implantar Medidas Naturales de Retención de Agua en los espacios agrarios

Las Medidas Naturales de Retención Agua (NWRM, www.nwrm.eu) son actuaciones inspiradas en 
la naturaleza que aumentan la retención de agua y suelo y reducen el riesgo de inundaciones. Estas 
medidas incluyen las siguientes:

i.	 Favorecer un paisaje agrario diversificado y en mosaico, que reduce la velocidad de las esco-
rrentías, frente a parcelas de grandes dimensiones que favorecen el volumen y velocidad de 
los flujos hídricos y, en consecuencia, los sedimentos arrastrados.

ii.	 Recuperar la vegetación natural en espacios agrarios, con setos vegetales, vegetación en los 
linderos de las parcelas y pequeñas manchas de vegetación natural. La vegetación favorece 
la retención de agua y la infiltración, reduciendo los volúmenes y velocidad de la escorrentía.

iii.	Recuperar la funcionalidad hidrológica y ambiental de la red de drenaje natural, eliminada o 
gravemente alterada por una agricultura intensiva que explota la máxima superficie posible. 
Esta recuperación de la funcionalidad de la red de drenaje contribuirá a reducir los impac-
tos de las escorrentías procedentes de las zonas agrarias durante los episodios de lluvias 
intensas.

Estas medidas naturales de retención de agua convierten a los espacios agrarios en territorios-es-
ponja que reducen los daños por avenidas, además de generar otros beneficios importantes, como: 
a) la eliminación de parte de la contaminación difusa agraria (exceso de nitrógeno y fósforo proce-
dente de fertilizantes y ganadería intensiva); b) la mejora de la biodiversidad silvestre, con beneficios 
ecológicos y para la propia producción agraria (provisión de polinizadores, reducción de plagas) y c) 
la mejora del paisaje agrario, contribuyendo así a la calidad de vida en el entorno y a posibles activi-
dades de agroturismo sostenible.

2.3.6. Implantar Sistemas Urbanos de Drenaje Sostenible

Los Sistemas Urbanos de Drenaje Sostenible abarcan un amplio abanico de medidas basadas en la 
naturaleza e infraestructuras verdes para reducir la impermeabilización del suelo urbano. Estas me-
didas incluyen el aumento de las superficies vegetadas, zanjas filtrantes, pavimentos permeables, 
humedales artificiales y jardines de lluvia, entre otras actuaciones. Estas actuaciones permiten re-
ducir la escorrentía superficial, laminar los caudales de entrada en la red de saneamiento y minimizar 
los daños por inundación en zonas urbanas.

2.3.7. Refuerzo y mejora de la coordinación de los recursos y mecanismos 
institucionales de respuesta rápida en emergencias por eventos extremos

Es necesario mejorar los protocolos de alerta temprana y de respuesta rápida en emergencia por 
lluvias torrenciales, con el fin de mejorar la agilidad y eficacia de los sistemas, pero también para 
acotar la discrecionalidad de las decisiones. Ante la incertidumbre insuperable asociada a los mo-

https://www.nwrm.eu/
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delos y técnicas de predicción es necesario desarrollar e incorporar a la toma de decisiones una cul-
tura de la precaución. 

Como se ha visto en las inundaciones de octubre de 2024, el retraso en la comunicación del riesgo 
y el lanzamiento de alertas por parte de la Generalitat puede haber contribuido sensiblemente al in-
cremento del número de víctimas. Con la misma información disponible otras instituciones como la 
Universitat de València alertaron con mayor antelación, reduciendo la exposición al riesgo de estu-
diantes y personal. 

Se trata de identificar i) qué aspectos de la normativa no se están aplicando de forma adecuada y 
por tanto se requieren mejoras en su implementación y ii) qué otros aspectos de las normativas, pla-
nes de gestión y protocolos de emergencias existentes son insuficientes o inadecuados y por tanto 
se requiere cambiarlos, elaborando y aprobando nuevas normativas, planes y protocolos. Estos po-
sibles cambios pueden referirse a múltiples aspectos, desde las alertas automáticas a la población a 
las medidas a adoptar por parte de las empresas y trabajadores o las restricciones al uso del vehícu-
lo privado en situaciones de riesgo, por poner algunos ejemplos.

Por otro lado, en zonas de riesgo es imperativo disponer de planes municipales de emergencia ante 
inundaciones, acompañados de ordenanzas y bandos municipales. De hecho, elaborar y actualizar 
periódicamente planes de emergencia frente a inundaciones debería ser una obligación no sólo a 
escala autonómica y municipal, sino también a escalas más pequeñas, como empresas y centros 
educativos. De la misma forma que existe la obligación de disponer de planes de emergencia frente 
a incendios y de realizar simulacros periódicos, debería incorporarse la obligación de disponer, tam-
bién a escala de empresas, centros públicos y otros ámbitos sectoriales, de tales planes de emer-
gencia frente a inundaciones, que incluyan además la capacitación de personal y usuarios.

2.3.8. Impulsar una estrategia de educación, comunicación y capacitación social para 
una gestión adaptativa frente a las inundaciones

Necesitamos educar en la gestión de la incertidumbre y del riesgo, contando con los habitantes ribe-
reños y desarrollando programas de educación, comunicación social y de capacitación, en primer 
lugar, para que la población cuente con una adecuada percepción del riesgo y sepa tomar las me-
didas adecuadas de autoprotección y, en segundo lugar, para contar con el imprescindible apoyo 
ciudadano en el cambio de enfoque en la gestión del riesgo de inundaciones.

Se debe mejorar la capacitación social desde la prevención (por ejemplo, para evitar el desconoci-
miento en la compraventa de viviendas en zonas inundables), a medidas básicas de autoprotección 
en situaciones de riesgo, evitando, entre otras conductas, que muchas personas sigan consideran-
do el vehículo privado como un espacio seguro, cuando es una máquina que puede dejarte atrapado 
y que, además, flota. De la misma forma, esta capacitación social contribuirá a evitar actitudes que 
agravan los daños, como minimizar la importancia de una alerta naranja o roja y que haya personas 
que en tales circunstancias pretendan continuar con sus rutinas diarias.

Además, dicha capacitación social es también imprescindible para contar con el apoyo de la ciuda-
danía en el imprescindible giro en las estrategias de gestión del riesgo. Es necesario contar con los 
habitantes ribereños, desarrollando programas de educación, comunicación social y de capacita-
ción, adecuadamente financiados, que permitan modificar la percepción pública en torno a los ríos y 
el papel de las crecidas, en la certeza de que solo una sociedad bien informada apoyará una gestión 
adecuada de los territorios fluviales.
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3. La restauración de 
la naturaleza como 
objetivo de la Unión 
Europea

María Giménez Casalduero
Fundación Nueva Cultura del Agua y Universidad de Murcia

3.1. Introducción
Tras un largo proceso de debate con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, el Reglamento 
(UE) 2024/1991 del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de junio de 2024, relativo a la restau-
ración de la naturaleza (en adelante, el Reglamento) fue finalmente aprobado, aunque su entrada en 
vigor definitiva tuvo lugar el 18 de agosto de 2024. 

El proceso de elaboración de este texto normativo se vio inmerso en un clima de intensas negocia-
ciones (Cliquet et al. 2024). Coincidiendo con el período previo a las elecciones al Parlamento Eu-
ropeo de 2024, los partidos adoptaron una postura antagónica entre los que estaban del lado de 
los grupos de interés, incluidos los que presionaban a favor de una ley de restauración en cualquiera 
de sus formas, así como los que se resistían sistemáticamente a ella. Todo ello dio lugar a un debate 
complejo y a menudo desinformado.

Dada la fórmula jurídica empleada, se trata de un instrumento de aplicación directa a los Estados 
miembros que persigue como objetivo principal el contribuir a la restauración continua, sostenida 
y a largo plazo de una naturaleza rica en biodiversidad y resistente en todas las zonas terrestres y 
marinas de la Unión mediante la restauración de los ecosistemas degradados, ya sean humeda-
les, bosques, ecosistemas marinos, agroecosistemas, ríos y lagos y hábitats aluviales, etc. Para ello, 
introduce la obligación de establecer herramientas jurídicamente vinculantes para restaurar los 
ecosistemas y mantenerlos en buen estado. En concreto, los objetivos cuantitativos acordados van 
encaminados a restaurar, el 20% de las zonas terrestres y el 20% de las zonas marinas para 2030 y 
todos los ecosistemas que necesiten restauración para 2050. Para alcanzar estas metas, los paí-
ses de la UE deberán restaurar, al menos, el 30% de los tipos de hábitats que se encuentren en mal 
estado hasta alcanzar un buen estado en 2030, porcentaje que aumentará al 60% en 2040 y al 
90% en 2050.

En este contexto, los países de la UE están obligados a presentar a la Comisión planes nacionales 
de restauración en un plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del Reglamento (por lo tan-
to, a mediados de 2026), los cuales deben mostrar cómo cumplirán los objetivos y las fórmulas de 
supervisión de sus progresos para luego informar al respecto. Por su parte, la Agencia Europea de 
Medio Ambiente deberá elaborar informes técnicos periódicos sobre los progresos realizados en la 
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consecución de los objetivos. A su vez, la Comisión tendrá que informar al Parlamento Europeo y al 
Consejo sobre su correcta aplicación.

No obstante las exigencias institucionales, no hay que perder de vista que el gran potencial del Re-
glamento debería abordar con mayor profundidad las causas del declive de la biodiversidad, restau-
rar la relación del ser humano con la naturaleza e integrar la participación y la justicia para ser real-
mente efectivo (Penca et al. 2024).

3.2. Elementos jurídicos para la restauración de la naturaleza en la UE
El principal propósito del Reglamento en cuestión es garantizar la restauración de los ecosistemas 
en toda la UE, lo que requiere el establecimiento de normas a escala europea6. Su contenido guar-
da suma relación con lo establecido en la Conferencia de las Partes del Convenio de Biodiversidad 
Biológica (CDB) de diciembre de 2022, donde se fijó el objetivo de garantizar que, para 2030, al me-
nos el 30 % de las zonas de ecosistemas terrestres, de aguas continentales y costeros y marinos 
degradados se restauren de forma efectiva, con el fin de mejorar la biodiversidad y las funciones y 
servicios de los ecosistemas, así como la integridad ecológica y la conectividad. Este compromiso 
debería servir para preservar las funciones y los servicios de los ecosistemas, tales como la regula-
ción del aire, el agua y el clima, la salud del suelo, la polinización y la reducción del riesgo de enferme-
dades, así como la protección contra los peligros y las catástrofes naturales, mediante soluciones 
basadas en la naturaleza y/o enfoques basados en los ecosistemas en beneficio de todas las perso-
nas y de la naturaleza7.

En este contexto, la UE recoge el testigo y establece un ambicioso plan de recuperación de la natu-
raleza basado, entre otros compromisos, en la presentación de una propuesta jurídicamente vincu-
lante para restaurar los ecosistemas degradados, especialmente aquellos con mayor potencial de 
captura y almacenamiento de carbono, así como para prevenir las catástrofes naturales y reducir 
su impacto cuando se produzcan8. De este modo, sobre la base del Pacto Verde Europeo9, la UE 
pretende promover la transformación económica y social, la creación de empleo de alta calidad y 
el crecimiento sostenible. Sin embargo, el Reglamento se queda corto a la hora de reconocer tanto 
el valor inherente de la naturaleza más allá de la utilidad humana como las numerosas conexiones 
y experiencias significativas con la naturaleza, que son importantes para el sentido de identidad y 
significado de las personas (Penca et al. 2024). Por otra parte, se advierte de la necesidad de incidir 
más en la aplicación de diseños de restauración participativos, ya que se trata de un aspecto deci-
sivo para el éxito de la restauración (Kiss et al. 2022). La transparencia, la inclusión y la participación 
están contempladas en el artículo 14 (20), pero lamentablemente el derecho de acceso a la justicia 
fue eliminado del texto durante las negociaciones.

Obviamente, para alcanzar los resultados esperados se debe poner el foco en la restauración de 
ecosistemas ricos en biodiversidad, como los humedales, los ecosistemas de agua dulce, forestales, 
agrícolas, de vegetación escasa, marinos, costeros y urbanos. Es evidente que los servicios esencia-
les basados en los ecosistemas contribuirán a generar una amplia gama de beneficios socioeconó-
micos, en función de las características económicas, sociales, culturales, regionales y locales10.

6 Considerando 1 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
7 Considerando 4 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
8 Considerando 7 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
9 Comunicación de la Comisión. El Pacto Verde Europeo COM (2019) 640 final. 
10 Considerando 14 del Reglamento de restauración de la naturaleza.
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En definitiva, de aquí a 2030, los Estados miembros deberán dar prioridad a la aplicación de me-
didas de restauración en las zonas de tipos de hábitats que no estén en buen estado y que se en-
cuentren en lugares Natura 200011. Sin embargo, esto no excluye el cumplimiento de la obligación de 
establecer medidas de restauración fuera de dichos lugares.

3.3. Principales obligaciones de los Estados miembros en el ámbito de 
la restauración de la naturaleza
Según el artículo 3 (3) del Reglamento, la restauración se define como "(...) el proceso de contribuir 
activa o pasivamente a la recuperación de un ecosistema para mejorar su estructura y funciones, 
con el fin de conservar o aumentar la biodiversidad y la resiliencia del ecosistema, mediante la mejo-
ra de una zona de un tipo de hábitat hasta alcanzar un buen estado, el restablecimiento de una zona 
de referencia favorable y la mejora del hábitat de una especie hasta alcanzar una calidad y canti-
dad suficientes (...)". Sobre esta base y en consonancia con el respeto del principio de participación, 
al elaborar y aplicar sus "planes nacionales de restauración", los Estados miembros deben implicar 
a las autoridades locales y regionales, los propietarios y usuarios de tierras y sus asociaciones, las 
organizaciones de la sociedad civil, la comunidad empresarial, las comunidades de investigación y 
educación, los agricultores y ganaderos, los pescadores, los silvicultores, los inversores y otras par-
tes interesadas pertinentes, así como al público en general, en todas las fases de la preparación, re-
visión y aplicación de los planes nacionales de restauración, y fomentar el diálogo y la difusión de 
información científica sobre la biodiversidad y los beneficios de la restauración12.

Entre los objetivos y obligaciones de restauración, el artículo 4 del Reglamento aborda los ecosiste-
mas terrestres, costeros y de agua dulce. En este sentido, cada Estado debe establecer las medidas 
de restauración necesarias para mejorar, hasta que estén en buen estado, las zonas de los tipos de 
hábitats enumerados en el anexo I. El texto del Reglamento se refiere a todos los tipos de hábitats 
terrestres, costeros y de agua dulce enumerados en el anexo I de la Directiva 92/43/CEE, así como 
a seis grupos de dichos tipos de hábitats, a saber: humedales (costeros y continentales); pastizales 
y otros hábitats pastorales; hábitats fluviales, lacustres, aluviales y ribereños; bosques; hábitats de 
estepa, brezales y matorrales; y hábitats rocosos y dunares.

Al elaborar los planes nacionales de restauración, el artículo 14 (14) exige a los Estados miembros 
que tengan en cuenta, entre otras cosas, las medidas de conservación establecidas para los luga-
res Natura 2000 con arreglo a la Directiva 92/43/CEE; las medidas para alcanzar un buen estado 
cuantitativo, ecológico y químico de las masas de agua incluidas en los programas de medidas y los 
planes hidrológicos de cuenca establecidos con arreglo a la Directiva 2000/60/CE (Directiva mar-
co del agua) y los planes de gestión del riesgo de inundación establecidos con arreglo a la Directiva 
2007/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo; en su caso, las estrategias marinas estableci-
das con vistas a alcanzar un buen estado medioambiental en todas las regiones marinas de la Unión 
elaboradas de conformidad con la Directiva 2008/56/CE13; las estrategias y planes de acción nacio-
nales en materia de biodiversidad elaborados de conformidad con el artículo 6 del CDB; en su caso, 
las medidas de conservación y gestión adoptadas en el marco de la Política Pesquera Común (PPC); 
y los planes estratégicos de la PAC elaborados de conformidad con el Reglamento (UE) 2021/2115. 
Por tanto, tal y como nos recuerda Mercedes Ortiz, estos Planes Nacionales de Restauración debe-

11 Considerando 28 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
12 Considerando 83 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
13 Directiva 2008/56/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, por la que se establece un mar-
co de acción comunitaria para la política del medio marino (Directiva marco sobre la estrategia marina).
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rán estar coordinados entre sí, con los objetivos climáticos y energéticos, así como con las demás 
estrategias comunitarias conservacionistas (Ortiz, 2024).

Otra cuestión importante que el Reglamento introduce en el proceso de elaboración de los planes 
nacionales de restauración es que permite a los Estados miembros utilizar las medidas de restau-
ración enumeradas en el anexo VII, en función de las especificidades nacionales y locales y de los 
datos científicos más recientes. Entre esas medidas figuran la mejora de las condiciones hidroló-
gicas mediante el aumento de la cantidad, la calidad y la dinámica de las aguas superficiales y de 
la capa freática de los ecosistemas naturales y seminaturales; la eliminación de la invasión no de-
seada de matorrales o plantaciones no autóctonas en praderas, humedales, bosques y terrenos 
con escasa vegetación; el restablecimiento de los procesos naturales de sedimentación; el asen-
tar una protección ribereña, como bosques, franjas de protección, praderas o pastizales ribereños; 
cuando sea necesario debido al cambio climático, el apoyar la migración de especies; el introducir 
elementos paisajísticos de gran diversidad en tierras agrícolas y pastizales de uso intensivo, como 
franjas de protección, límites de campos con flores autóctonas, setos, árboles, pequeños bosques, 
muros de terraza, estanques, corredores de hábitats y pasarelas de piedra, etc., el aumentar la su-
perficie agrícola sometida a modelos intensivos de cultivo y pastoreo, como setos, cercas, árbo-
les, pequeños bosques, muros de terraza, estanques, corredores de hábitats y pasarelas de piedra, 
etc.; el incentivar la superficie agrícola bajo modelos de gestión agroecológica, como la agricultura 
ecológica o la agrosilvicultura, los cultivos múltiples y la rotación de cultivos, la gestión integrada de 
plagas y nutrientes; el detener o reducir el uso de plaguicidas químicos, así como de fertilizantes 
químicos y estiércol animal; el mejorar la conectividad entre hábitats para permitir el desarrollo de 
las poblaciones de especies y permitir un intercambio individual o genético suficiente, la migración 
de especies y la adaptación al cambio climático; el permitir que los ecosistemas desarrollen su pro-
pia dinámica natural, p. ej., abandonando la explotación y fomentando los hábitats y las zonas na-
turales; eliminar y controlar las especies exóticas invasoras y evitar o minimizar la introducción de 
dichas especies; y, el convertir los terrenos baldíos, los antiguos emplazamientos industriales y las 
canteras en zonas naturales.

Pero sin duda uno de los aspectos más interesantes del Reglamento es la obligación de mejorar la 
conectividad entre los tipos de hábitats enumerados en el anexo I -ecosistemas terrestres, costeros 
y de agua dulce-, así como los requerimientos ecológicos de las especies presentes en estos tipos 
de hábitats. Para los ecosistemas de agua dulce, el artículo 9 del Reglamento obliga a garantizar el 
mantenimiento de la conectividad natural de los ríos y las funciones naturales de las llanuras de inun-
dación restauradas mediante la eliminación de barreras artificiales y la aplicación de las medidas 
necesarias para mejorar sus funciones naturales.

3.4. Algunos aspectos prioritarios de la restauración según la UE

3.4.1. La restauración de la conectividad natural de los ríos y de las funciones naturales 
de las llanuras aluviales

Según el Reglamento, “(…) la restauración de los ecosistemas de agua dulce debe incluir esfuerzos 
para restaurar la conectividad natural de los ríos, así como sus zonas ribereñas y llanuras aluviales, 
por ejemplo mediante la eliminación de barreras artificiales, con el fin de apoyar la consecución de 
un estado de conservación favorable para los ríos, los lagos y los hábitats y las especies aluviales 
que viven en los hábitats protegidos por las Directivas 92/43/CEE y 2009/147/CE, y a facilitar el 
cumplimiento de uno de los objetivos clave de la Estrategia de la UE sobre la biodiversidad de aquí 
a 2030, a saber, la restauración de al menos 25.000 km de ríos de flujo libre, en comparación con 
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2020, cuando se adoptó la Estrategia. Al eliminar las barreras, los Estados miembros deben ocupar-
se principalmente de las barreras obsoletas que hayan dejado de ser necesarias para la generación 
de energías renovables, la navegación interior, el suministro de agua u otros usos”14.

El texto del Reglamento se posiciona ante una de las tendencias más relevantes en las últimas déca-
das respecto a la restauración ecológica de los ríos. Nos referimos a la eliminación de azudes y pre-
sas en desuso, dado que estas actuaciones permiten mejorar el estado hidromorfológico, aumentar 
la conectividad de los ríos, reducir la fragmentación del hábitat, restaurar las poblaciones de peces, 
especialmente de los migradores y mejorar la productividad de los ríos y la calidad del agua (Cortes 
et al, 2019). La eliminación de obstáculos fluviales constituye, como indica el texto normativo, un ob-
jetivo importante para la Estrategia de Biodiversidad de la UE para 2030 (EC, 2022), que establece 
la meta de restaurar al menos 25.000 km de continuidad fluvial para 2030 mediante la mitigación o 
eliminación de los impactos de las barreras fluviales (FNCA, 2023).

Sobre esta necesaria estrategia de restauración fluvial, los Estados miembros deben elaborar un inven-
tario de las barreras artificiales que perjudican a la conectividad de las aguas superficiales, debiendo 
determinar, teniendo en cuenta sus funciones socioeconómicas, las que deban eliminarse para contri-
buir a la consecución de los objetivos de restauración establecidos en el artículo 4 del Reglamento. 

Un factor fundamental que explica la dramática situación de la biodiversidad fluvial es la drásti-
ca fragmentación que han sufrido los ríos europeos en los últimos 150 años, por la construcción de 
presas y otras infraestructuras, que ha alterado profundamente las funciones y procesos natura-
les, rompiendo el continuo ecológico característico de los ríos y deteriorando su estado (Rodríguez, 
2024). Según el artículo 9 (1) del Reglamento, los Estados miembros deben ocuparse principalmente 
de las barreras obsoletas. No obstante, llama la atención que el criterio establecido no sea la mayor 
o menor incidencia ambiental sino la obsolescencia (Sanz, 2024). Además, los Estados miembros 
complementarán la eliminación de las barreras artificiales con las medidas necesarias para mejorar 
las funciones naturales de las llanuras aluviales correspondientes y garantizarán que se mantenga la 
conectividad natural de los ríos y las funciones naturales de las llanuras aluviales restauradas.

3.4.2. La importancia de la restauración de los ecosistemas agrarios

En el caso de la restauración de los ecosistemas agrícolas, el artículo 11 del Reglamento obliga a los 
Estados miembros a aplicar las medidas de restauración necesarias para mejorar su biodiversidad, 
teniendo en cuenta el cambio climático, las necesidades sociales y económicas de las zonas rura-
les y la necesidad de garantizar una producción agrícola sostenible en la Unión. Esta obligación se 
interpreta como una propuesta muy ambiciosa, especialmente teniendo en cuenta que la superfi-
cie agrícola ha crecido exponencialmente en las últimas décadas debido a la transformación de la 
agricultura de secano a la de regadío. Por ejemplo, en la zona del Campo de Cartagena, varios es-
tudios de teledetección han demostrado que sólo entre 1988 y 2009 el regadío en la cuenca pasó 
de unas 25.150 hectáreas a más de 55.000 hectáreas, más del doble (Carreño Fructuoso, 2015). No 
obstante, la reconversión al regadío se ha reactivado en los últimos años, estimándose que en las úl-
timas décadas existían entre 15.000 y 20.000 hectáreas de regadío fuera de las cifras oficiales en el 
Campo de Cartagena (Martínez & Esteve. 2019). Cada estado miembro debe identificar y cartogra-
fiar las zonas agrícolas y forestales que necesitan restauración, en particular aquellas que, debido a 
la intensificación u otros factores relacionados con la gestión, necesitan una mayor conectividad y 
diversidad paisajística.

14 Considerando 50 del Reglamento de restauración de la naturaleza.
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Además, como indica el preámbulo del Reglamento, la restauración de los ecosistemas agrícolas 
tiene efectos positivos sobre la productividad alimentaria15. Por ejemplo, los ecosistemas agrícolas 
ricos en biodiversidad aumentarán la resistencia de la agricultura al cambio climático y a los ries-
gos medioambientales, al tiempo que garantizarán la seguridad alimentaria y la creación de nuevos 
puestos de trabajo en las zonas rurales, en particular los relacionados con la agricultura ecológica, 
así como el turismo rural y las actividades recreativas16. Por lo tanto, es una necesidad prioritaria me-
jorar la biodiversidad de las tierras agrícolas de la Unión mediante una serie de prácticas que con-
duzcan a dicha mejora o sean compatibles con ella, incluida la agricultura extensiva. Como explicita 
el texto del Reglamento, "(...) tales prácticas no tienen por objeto poner fin al uso de las tierras agrí-
colas, sino adaptar dicho uso en beneficio del funcionamiento y la productividad a largo plazo de los 
ecosistemas agrícolas". Sin embargo, para obtener beneficios a largo plazo de la restauración, es ne-
cesario disponer de planes de financiación adecuados que permitan a los propietarios, agricultores 
y otros gestores de tierras participar en estas prácticas de forma voluntaria17. De hecho, los Estados 
miembros pueden promover ayudas públicas o privadas en beneficio de las partes interesadas que 
apliquen las medidas de restauración contempladas en los artículos 4 a 12, incluidos los propietarios 
y gestores de tierras, los agricultores, los silvicultores y los pescadores. Lo interesante de la obliga-
ción de restaurar los ecosistemas agrarios es que no entran necesariamente en el ámbito de aplica-
ción de la Directiva 92/43/CEE. 

Por ello, el Reglamento introduce la obligación general de mejorar la biodiversidad de esos ecosiste-
mas agrarios a partir de una selección de indicadores que deben aplicar los Estados miembros. Es-
tos indicadores se basan en el índice de mariposas de los pastizales, las reservas de carbono orgáni-
co en los suelos minerales de las tierras de cultivo o la proporción de tierras agrícolas con elementos 
paisajísticos de gran diversidad18. En cuanto al indicador sobre "elementos paisajísticos de alta diver-
sidad en tierras agrícolas", resulta de especial interés su consideración para zonas degradadas rela-
cionadas con humedales y su entorno (por ejemplo, el Mar Menor) (Martínez et al., 2017). Nos referi-
mos al caso de las franjas de protección, barbechos rotativos o no rotativos, setos, árboles aislados o 
agrupados, hileras de árboles, lindes de campos, parcelas, acequias, arroyos, pequeños humedales, 
bancales, majanos, cercas de piedra, pequeños estanques y otros elementos culturales. Todos ellos 
proporcionan espacio para plantas y animales silvestres, incluidos los polinizadores, evitan la erosión 
y el agotamiento del suelo, filtran el aire y el agua, favorecen la mitigación del cambio climático y la 
adaptación al mismo, y la productividad agrícola de los cultivos dependientes de la polinización19.

3.5. Conclusiones
La restauración de la naturaleza es un proceso de ayuda a la recuperación de un ecosistema que ha 
sido degradado, dañado o destruido. Según el Reglamento, este proceso puede consistir en rehume-
decer humedales y turberas, mejorar suelos y terrenos agrícolas degradados añadiendo elementos 
naturales como setos y árboles, recrear bosques naturales perdidos, eliminar especies invasoras, plan-
tar vegetación autóctona, eliminar barreras fluviales obsoletas, aumentar la cubierta arbórea en las ciu-
dades, etc. A pesar de las posturas encontradas sobre su aplicación, la restauración de la naturaleza 
será beneficiosa, no sólo para mejorar la biodiversidad y la captura de carbono, sino también para au-

15 Considerando 20 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
16 Considerando 54 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
17 Artículo 14.12 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
18 Considerandos 55 y 56 del Reglamento de restauración de la naturaleza. 
19 Considerando 57 del Reglamento de restauración de la naturaleza.
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mentar la salud y el bienestar humanos. A su vez, la restauración de la naturaleza aumenta la protección 
contra las inundaciones y la retención de agua, además de prevenir los incendios forestales. Todo ello 
nos hará más resistentes a los efectos del cambio climático. De hecho, quienes se oponen a su aplica-
ción no ofrecen ninguna solución a la aceleración de la crisis climática y de biodiversidad. 

Unos ecosistemas sanos son la base de servicios ecosistémicos clave, como la polinización, de los 
que dependen nuestros sistemas alimentarios. Las medidas para mejorar la biodiversidad en las tie-
rras de cultivo deberían contribuir positivamente a la producción agrícola a través de una serie de 
beneficios como la retención estable del agua, la mejora de la calidad del suelo y la salud de las po-
blaciones de polinizadores. Esto puede lograrse proporcionando espacio para la naturaleza en los 
paisajes agrícolas en forma de zonas no cultivadas como setos, franjas de flores, humedales u otros 
hábitats que se dejan (o gestionan) exclusivamente para la vida silvestre.

La reducción de las buenas prácticas agrarias, actualmente en debate (Giménez, 2025), genera in-
certidumbre sobre este objetivo. Sin embargo, los responsables políticos no deben olvidar que el Re-
glamento ofrece cierta flexibilidad sustancial a los Estados miembros para alcanzar los objetivos de 
restauración de la naturaleza. De hecho, permite a los países desarrollar y aplicar sus planes de res-
tauración de la naturaleza en función de su propio contexto nacional, para trabajar a escala nacio-
nal con transparencia y participación social. Por ello, la reducción de los objetivos ambientales en la 
actividad agraria debe ser evaluada científicamente, en caso contrario se dificultará la reducción de 
la contaminación agraria en origen, la aplicación de soluciones basadas en la naturaleza y la recupe-
ración y la ampliación de los humedales naturales. En definitiva, el retroceso en las medidas agroam-
bientales debe ser tratado con cautela, pues de lo contrario puede dificultar que el Reglamento de 
restauración de la naturaleza sea realmente efectivo.

Según indican diversos estudios en la materia, la década de 2020 será decisiva para alcanzar los 
objetivos de sostenibilidad medioambiental fijados por la comunidad internacional. El Decenio de las 
Naciones Unidas para la Restauración de los Ecosistemas, recientemente puesto en marcha, ejem-
plifica estos esfuerzos, que se solapan también con los compromisos para frenar la pérdida de bio-
diversidad (CDB y UICN), detener el cambio climático (CMNUCC) y construir una sociedad más via-
ble desde el punto de vista ecológico (Vezzoni et al., 2023).
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